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DERECHO A LA SALUD / TRATAMIENTO INTEGRAL DE LA ENFERMEDAD. [E]s indiscutible que ya hay unas enfermedades de base, específicas y determinadas, que probablemente requieran de un tratamiento indefinido y constante, y dentro de las cuales pueden haber insumos, procedimientos y medicamentos que se encuentren por fuera del POS, y por ende conlleva a la ineludible protección integral en todo aquello que se requiera para sobrellevar esa enfermedad, como el suministro de medicamentos, exámenes de diagnóstico, el seguimiento de los tratamientos para la enfermedad, ello como una garantía mínima que se debe preservar por parte de la EPS, la cual tiene el deber de gestionar los trámites pertinentes para que se le garantice la prestación efectiva de cada uno de los servicios que le sean prescritos por sus médicos tratantes para su efectiva recuperación, especialmente en este caso, en que se ha tornado evidente la falta de diligencia de dicha entidad para con su afiliada. De acuerdo a lo dicho hasta ahora, considera pertinente esta Colegiatura adicionar un numeral a la decisión evaluada, para ordenarle a la EPS S.O.S  que en lo relacionado con las patologías señaladas anteriormente, se le brinde a la señora Noralba Sánchez Sánchez un tratamiento integral, dentro del cual se le deberá garantizar, sin ningún tipo de dilación todo cuidado, suministro de medicamentos, intervenciones quirúrgicas, prácticas de rehabilitación, exámenes para el diagnóstico y seguimiento, y cualquier otro componente que sus médicos tratantes estimen necesarios para el restablecimiento de su salud. 
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ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por la señora NORALBA SÁNCHEZ SÁNCHEZ, accionante dentro del presente asunto, en contra del fallo proferido por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, Risaralda el 4 de septiembre, con ocasión de la acción de tutela promovida en contra de la EPS SERVICIO OCCIDENTAL DE SALUD S.O.S.
ANTECEDENTES:
Manifestó la señora Noralba que en la actualidad tiene 63 años de edad, presenta varias patologías diagnosticadas, consistentes en “DISCOPATÍA LUMBAR, TENDONITIS DE PATA DE GANZO RODILLA DERECHA, INSUFICIENCIA VENOSA SUPERFICIAL, RETRACCIONES ISQUIOTIBIALES BILATERALES, HIPERTENSIÓN ARTERIAL CONTROLADA, ANTECEDENTE DE SARCOIDIOSIS TRATADA, OSTEOPENIA, HIPERTRIGLICERIDEMIA E HIPERLIDEMIA MIXTA”. 
Indicó además que su médico tratante le prescribió, mediante fórmula médica del 13 de julio de 2017 los medicamentos denominados: “FENOFIBRATO 135 MG/1U, RISUVASTATINA 5MG/1U/CÁPSULAS DE LIBERACIÓN NO MODIFICADA”, indicándole en esa oportunidad que los mismos no tenían ningún tipo de reemplazo, pues son esos los adecuados para el tratamiento de la “HIPERLIDEMIA MIXTA”. 
En varias ocasiones ha acudido a la EPS accionada para solicitar su entrega, pero lo único que le indican es que hay un desabastecimiento del medicamento y por eso aún no se lo han podido dar. 

PRETENSIONES:

En vista de lo anterior, solicitó la accionante que se amparen sus derechos fundamentales a la salud, la integridad personal y la vida, y acorde con ello, se ordene a la EPS S.O.S que le autorice y entregue el medicamento prescrito por su médico tratante, tal como ella lo ha formulado, así mismo, solicitó que se le garantice la prestación del tratamiento médico integral y especializado que requiera, relacionado con sus patologías.
Además, solicitó la imposición de una medida provisional tendiente a la entrega inmediata del medicamento reclamado, dada la urgencia con que lo requería para ese momento.
TRÁMITE Y SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA:
El Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad avocó el conocimiento de la actuación el día 25 de agosto de 2017, en contra de la EPS S.O.S y la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda, entidades a las cuales ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos en la forma indicada en la ley. Además accedió a la medida previa invocada, atendiendo la delicadeza de su padecimiento, lo cual se verificó por medio de consulta realizada en la página web de la Organización Mundial de la Salud, estableciéndose que la patología denominada “Hiperlidemia” es una enfermedad relacionada con la presión arterial, en ese sentido se ordenó a la EPS S.O.S la entrega del referido medicamento en un término que no superara las 24 horas. 
Posteriormente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, decidió mediante sentencia del 4 de septiembre de 2017 tutelar los derechos fundamentales a la salud, integridad personal y vida de la señora Sánchez Sánchez, usando como base la presunción de veracidad de que trata el artículo 20 del Decreto 2591 de 1991, en cuanto a los hechos endilgados en contra de la EPS S.O.S, toda vez que dicha entidad guardó silencio dentro del término que se le otorgó por el Despacho para que ejerciera sus derechos de defensa y contradicción. 
IMPUGNACIÓN:
Una vez enterada del fallo de primera instancia, la señora Noralba Sánchez Sánchez presentó un escrito mediante el cual la impugnó, su inconformidad principal radica en que en la decisión de primer grado no se haya dicho nada respecto del tratamiento integral que solicitó con relación a las patologías que padece, toda vez que cada una de ellas requiere de vigilancia continua, demorándose la EPS cada vez que requiere la entrega de algún medicamento.
Por referir un ejemplo, indicó que tampoco ha logrado la entrega de un medicamento denominado “ALENDRONATO” pues sólo le dicen que no hay, así como tampoco se han entregado los medicamentos que fueron objeto de una medida provisional durante el trámite de primera instancia, quedando en evidencia la negligencia de la EPS accionada. 
CONSIDERACIONES: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 

Corresponde a esta Corporación establecer si en el presente asunto hay lugar a adicionar la decisión de primera instancia, en el sentido de conceder en favor de la señora Noralba Sánchez Sánchez el tratamiento integral que reclama, con ocasión de las patologías que puso en consideración con su escrito inicial de tutela. 
Conforme con lo preceptuado por el artículo 86 de la Carta Constitucional, toda persona está facultada para promover acción de tutela ante los jueces en cualquier momento y lugar, bien directamente o a través de representante, para la protección inmediata de sus derechos fundamentales cuando estén siendo vulnerados o amenazados con la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o con la conducta de algunos particulares en los casos expresamente previstos en la ley.

Sobre el derecho a la salud: 

El artículo 49 de nuestra Carta Magna ha establecido el derecho a la salud como un servicio público esencial, el cual puede ser prestado tanto por particulares como por el Estado, sin embargo, siempre será este último el encargado de garantizarle el acceso a este servicio a toda la población; es por ello, que la Corte Constitucional en reiterada jurisprudencia ha recalcado la autonomía de ese derecho y ha indicado que su protección asegura el principio constitucional de la dignidad humana, tesis que ha sido reforzada recientemente por medio de la Ley 1751 de 2015, a través de la cual se regula el derecho fundamental a la salud. 

Sin embargo, al momento de solicitar su protección vía tutela, es deber del Juez constitucional verificar el cumplimiento de ciertos requisitos, ello por cuanto existe un límite razonable al ejercicio de este derecho:

“los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad consagrados en el artículo 49 de la Carta Política suponen un límite razonable al derecho fundamental a la salud, haciendo que su protección mediante vía de tutela proceda en principio cuando: (i) esté amenazada la dignidad humana del peticionario; (ii) el actor sea un sujeto de especial protección constitucional y/o (iii) el solicitante quede en estado de indefensión ante su falta de capacidad económica para hacer valer su derecho.”
 

En ese orden de ideas, se debe tener claro que nuestra máxima guardiana constitucional reconoce como sujetos de especial protección a los niños y niñas, a los sujetos en condiciones de vulnerabilidad, a las personas en situación de discapacidad y a las personas de la tercera edad, encontrándose que la señora Noralba Sánchez Sánchez hace parte del último grupo poblacional mencionado, y por ende su protección debe ser atendida con especial cuidado conforme se desprende de lo dicho atrás, ello además, permite deducir en principio que este mecanismo se torna idóneo para la protección de sus derechos, especialmente si tenemos en cuenta que el punto de partida es que la EPS accionada se ha negado a brindarle en forma oportuna los servicios en salud que ha requerido.  
Para efectos de ratificar dicha afirmación, debe decirse que en momento alguno esa tesis fue desvirtuada por parte de la EPS, lo que permite dar lugar a la presunción de veracidad de que trata el artículo 20 del Decreto 2591 de 1991. 

Sobre la orden de tratamiento integral: 

Para efectos de resolver lo concerniente a la solicitud de tratamiento integral que pretende de la actora, se debe recordar que ha sido la Corte Constitucional la que de manera genérica ha establecido que el acceso a la salud debe ser eficiente, oportuno y de calidad, de tal suerte que si se niega uno solo de los componentes que permiten la recuperación del paciente, se le está afectando injustificadamente, por ello es necesario imponer forzadamente esta atención, para evitar que se presente aquella vulneración, e impedir así una amenaza en sus derechos, acorde con lo previsto en el artículo 5º del Decreto 2591 de 1991. Así lo ha expuesto el órgano de cierre constitucional:

“La jurisprudencia constitucional ha señalado que el principio de integralidad impone su prestación continua, la cual debe ser comprensiva de todos los servicios requeridos para recuperar la salud. La determinación y previsión de los servicios requeridos para la plena eficacia del derecho a la salud, como reiteradamente se ha señalado, no corresponde al usuario, sino al médico tratante adscrito a la EPS, de la siguiente manera: 

“La atención y tratamiento a que tienen derecho los pertenecientes al sistema de seguridad social en salud cuyo estado de enfermedad esté afectando su integridad personal o su vida en condiciones dignas, son integrales; es decir, deben contener todo cuidado, suministro de medicamentos, intervenciones quirúrgicas, prácticas de rehabilitación, exámenes para el diagnóstico y el seguimiento, así como todo otro componente que el médico tratante valore como necesario para el pleno restablecimiento de la salud del paciente o para mitigar las dolencias que le impiden llevar su vida en mejores condiciones; y en tal dimensión, debe ser proporcionado a sus afiliados por las entidades encargadas de prestar el servicio público de la seguridad social en salud”. 

“Así, la integralidad en la prestación del servicio de salud está encaminada a (i) garantizar la continuidad en la prestación del servicio y (ii) evitar a los accionantes la interposición de nuevas acciones de tutela por cada nuevo servicio que sea prescrito por los médicos adscritos a la entidad, con ocasión de la misma patología.

“En consecuencia, una EPS vulnera el derecho fundamental a la salud de una persona cuando presta un servicio en salud fraccionado, dejando por fuera exámenes, medicamentos y demás procedimientos que la persona requiere para recuperarse, no autoriza el transporte medicalizado necesario para acceder al tratamiento o aminorar sus padecimientos, todos los cuales hayan sido prescritos por el médico tratante. No importa si algunos de los servicios en salud son POS y otros no lo son, pues “las entidades e instituciones de salud son solidarias entre sí, sin perjuicio de las reglas que indiquen quién debe asumir el costo y del reconocimiento de los servicios adicionales en que haya incurrido una entidad que garantizó la prestación del servicio de salud, pese a no corresponderle”.
 (Negrillas y subrayas propias de la Sala). 
Sobre la protección del principio de integralidad en las decisiones de tutela, el Máximo Tribunal constitucional ha precisado
:

“Frente al principio de integralidad en materia de salud, la Corte Constitucional ha estudiado el tema bajo dos perspectivas, la primera, es la relativa al concepto mismo de salud y sus dimensiones y, la segunda, hace mención a la totalidad de las prestaciones pretendidas o requeridas para el tratamiento y mejoría de las condiciones de salud y de la calidad de vida de las personas [17]. 

Esta segunda perspectiva del principio de integralidad ha sido considerada de gran importancia para esta Corporación, toda vez que constituye una obligación para el Estado y para las entidades encargadas de brindar el servicio de salud, pues el mismo, debe ser prestado eficientemente y con la autorización total de los tratamientos, medicamentos, intervenciones, procedimientos, exámenes, controles, seguimientos y demás que el paciente requiera con ocasión del cuidado de su patología y que sean considerados como necesarios por el médico tratante.

Dado lo anterior, es procedente el amparo por medio de la acción de tutela del tratamiento integral, pues con ello se garantiza la atención, en conjunto, de las prestaciones relacionadas con las patologías de los pacientes previamente determinadas por su médico tratante. 

Sin embargo, en aquellos casos en que no se evidencie de forma clara, mediante criterio, concepto o requerimiento médico, la necesidad que tiene el paciente de que le sean autorizadas las prestaciones que conforman la atención integral, y las cuales pretende hacer valer mediante la interposición de la acción de tutela; la protección de este derecho lleva a que el juez constitucional determine la orden en el evento de conceder el amparo, cuando se dan los siguientes presupuestos: 

“(i) la descripción clara de una determinada patología o condición de salud diagnosticada por el médico tratante, (ii) por el reconocimiento de un conjunto de prestaciones necesarias dirigidas a lograr el diagnóstico en cuestión; o (iii) por cualquier otro criterio razonable” [18]. (…)”
En el caso concreto, verificada la información obrante en el expediente, encuentra esta Corporación que la señora Noralba Sánchez Sánchez presenta los siguientes diagnósticos clínicos: “DISCOPATÍA LUMBAR, TENDONITIS DE PATA DE GANZO RODILLA DERECHA, INSUFICIENCIA VENOSA SUPERFICIAL, RETRACCIONES ISQUIOTIBIALES BILATERALES, HIPERTENSIÓN ARTERIAL CONTROLADA, ANTECEDENTE DE SARCOIDIOSIS TRATADA, OSTEOPENIA, HIPERTRIGLICERIDEMIA E HIPERLIDEMIA MIXTA”, padecimientos que fueron puestos en conocimiento a través de esta acción constitucional. 
En ese sentido, es indiscutible que ya hay unas enfermedades de base, específicas y determinadas, que probablemente requieran de un tratamiento indefinido y constante, y dentro de las cuales pueden haber insumos, procedimientos y medicamentos que se encuentren por fuera del POS, y por ende conlleva a la ineludible protección integral en todo aquello que se requiera para sobrellevar esa enfermedad, como el suministro de medicamentos, exámenes de diagnóstico, el seguimiento de los tratamientos para la enfermedad, ello como una garantía mínima que se debe preservar por parte de la EPS, la cual tiene el deber de gestionar los trámites pertinentes para que se le garantice la prestación efectiva de cada uno de los servicios que le sean prescritos por sus médicos tratantes para su efectiva recuperación, especialmente en este caso, en que se ha tornado evidente la falta de diligencia de dicha entidad para con su afiliada. 
De acuerdo a lo dicho hasta ahora, considera pertinente esta Colegiatura adicionar un numeral a la decisión evaluada, para ordenarle a la EPS S.O.S  que en lo relacionado con las patologías señaladas anteriormente, se le brinde a la señora Noralba Sánchez Sánchez un tratamiento integral, dentro del cual se le deberá garantizar, sin ningún tipo de dilación todo cuidado, suministro de medicamentos, intervenciones quirúrgicas, prácticas de rehabilitación, exámenes para el diagnóstico y seguimiento, y cualquier otro componente que sus médicos tratantes estimen necesarios para el restablecimiento de su salud. 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión de Tutelas, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad conferida en la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: ADICIONAR un numeral a la decisión de primera instancia, en el sentido de ordenar a la EPS S.O.S que en lo relacionado con las patologías denominadas “DISCOPATÍA LUMBAR, TENDONITIS DE PATA DE GANZO RODILLA DERECHA, INSUFICIENCIA VENOSA SUPERFICIAL, RETRACCIONES ISQUIOTIBIALES BILATERALES, HIPERTENSIÓN ARTERIAL CONTROLADA, ANTECEDENTE DE SARCOIDIOSIS TRATADA, OSTEOPENIA, HIPERTRIGLICERIDEMIA E HIPERLIDEMIA MIXTA”, se le brinde a la señora NORALBA SÁNCHEZ SÁNCHEZ un tratamiento integral, dentro del cual se le deberá garantizar, sin ningún tipo de dilación todo cuidado, suministro de medicamentos, intervenciones quirúrgicas, prácticas de rehabilitación, exámenes para el diagnóstico y seguimiento, y cualquier otro componente que sus médicos tratantes estimen necesarios para el restablecimiento de su salud. 
SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y Remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, Sentencias T-760 de 2008, T-922 de 2009 y T-189 de 2010, entre otras.


� Sala Novena de Revisión, Sentencia T-022 de 18 de enero de 2011, MP. Luis Ernesto Vargas Silva.


� Sentencia T-576/08
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